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DIRECTRICES 
RELATIVAS A LOS PROCEDIMIENTOS CONTRACTUALES QUE DEBERÁN UTILIZARSE EN CASOS DE CRISIS Y EN SITUACIONES DE EMERGENCIA Y POST-EMERGENCIA 

1.
Introducción

En situaciones de fragilidad, inestabilidad y emergencia en un país o región determinados
, la Comisión Europea (en lo sucesivo, «la Comisión») y sus socios ejecutores deben actuar con flexibilidad para garantizar una aplicación rápida y eficiente de la ayuda de la UE
. 

El marco jurídico del presupuesto general de la UE y del Fondo Europeo de Desarrollo (en lo sucesivo, «el FED») permiten a la Comisión adoptar diversas medidas en respuesta a este tipo de situaciones, denominadas en general en las presentes Directrices «situaciones de crisis». 

Las presentes Directrices exponen:

· una visión de conjunto de las diferentes medidas que pueden adoptarse en respuesta a una situación de crisis, tanto a nivel de programación como de aplicación;

· los principios básicos y los procedimientos relativos a la utilización de procedimientos flexibles en cuanto a la aplicación.

Las presentes Directrices no son aplicables a la ayuda humanitaria gestionada por la DG ECHO.

2.
Marco jurídico: definiciones y principios
Una crisis puede definirse en general como una amenaza a la democracia, al Estado de Derecho, a los derechos humanos y a las libertades fundamentales, debida a catástrofes naturales o antropogénicas
.
El artículo 190, apartado 2, de las Normas de Desarrollo (en lo sucesivo, «las ND») del Reglamento Financiero (en lo sucesivo, «el RF») aplicable al presupuesto general de la Unión Europea define «situaciones de crisis» como «situaciones de peligro inmediato o inminente que entrañan riesgo de degenerar en un conflicto armado o puede desestabilizar el país. Las situaciones de crisis pueden ser resultado asimismo de catástrofes naturales, crisis causadas por el hombre, como guerras y otros conflictos, o circunstancias excepcionales que tengan efectos comparables relacionadas, entre otras cosas, con el cambio climático, el deterioro medioambiental, la privación de acceso a recursos naturales y energéticos o la extrema pobreza.» En el Instrumento de Estabilidad figura una definición similar
. 

En el Acuerdo de Cotonú las situaciones de crisis se definen como aquellas que suponen una amenaza para la ley y el orden público o la seguridad de las personas, con riesgo de que degeneren en un conflicto armado o puedan desestabilizar el país
. Una crisis puede ser también el resultado de catástrofes naturales, crisis antropogénicas (provocadas por el hombre), tales como guerras u otros conflictos, o de circunstancias extraordinarias de efectos comparables relacionadas, entre otros factores, con el cambio climático, la degradación medioambiental, el acceso a la energía y los recursos naturales o la pobreza extrema. El Acuerdo de Cotonú subraya que las situaciones de crisis incluyen la inestabilidad o la fragilidad estructural a largo plazo.

Las definiciones jurídicas de las situaciones de crisis se centran en los efectos de las situaciones descritas en esas disposiciones y no limitan su duración ni establecen una lista indefinida de las causas que provocan las amenazas o dificultades antes mencionadas. Un país o una región pueden adolecer de una inestabilidad (o fragilidad) estructural a largo plazo que dé lugar a tales amenazas y dificultades, antes de que dicho país o región sea capaz de alcanzar un nivel de estabilidad que le permita aplicar la ayuda al desarrollo estructural «normal».

De acuerdo con el principio de apropiación, el país beneficiario deberá ser consultado, en su caso a la luz de las circunstancias objetivas y políticas específicas, antes de emitir la declaración de crisis o de adoptar las medidas indicadas en el punto 3. 

3.
¿Cómo reaccionar en respuesta a una situación de crisis?

La Comisión tiene a su disposición diversos instrumentos para responder a una situación de crisis.

Como se indica en el punto 2, una crisis puede producirse por una gran variedad de causas; por consiguiente, las herramientas específicas y las medidas que deben adoptarse dependerán de los hechos que justifiquen la existencia de las condiciones en las que basar la declaración de crisis en un país determinado. En general, esas herramientas pueden dividirse en dos grandes grupos: la programación y la aplicación. En cada grupo, la Comisión podrá adoptar una amplia gama de medidas. 

3.1
Aplicación
Desde el punto de vista contractual, una situación de crisis también puede requerir unos procedimientos flexibles para garantizar la rápida aplicación de medidas en circunstancias difíciles, cosa que no permitiría un procedimiento de licitación estándar. Asimismo, a la luz de las circunstancias, es posible que las licitaciones o solicitudes de propuestas en curso deban cancelarse y los contratos y acuerdos existentes deban modificarse, suspenderse o resolverse. Por último, existe la posibilidad de que, en el caso de acciones descentralizadas, la Comisión tenga que asumir el papel de Órgano de Contratación si el país beneficiario no puede garantizarlo.

3.1.1 Uso de procedimientos flexibles

Cuando un país está en situación de crisis, es necesaria una aplicación más rápida. Por consiguiente, la utilización de procedimientos flexibles es una posibilidad que se ofrece al Órgano de Contratación. En esencia, estos mecanismos permiten la aplicación de procedimientos más rápidos y sencillos, principalmente los procedimientos negociados de contratación pública y la adjudicación directa de los contratos de subvención. Además, son también aplicables otras excepciones a algunos principios que regulan las subvenciones.
El recurso a procedimientos flexibles precisa de una decisión previa en la que se declare que el país afectado está en crisis (véase el punto 4 de las presentes Directrices)
, salvo en el caso de las medidas de ayuda excepcionales y de los programas de respuesta provisionales financiados con cargo al Instrumento de Estabilidad
. 

En el contexto de las presentes Directrices, el uso de procedimientos flexibles se aplicará a todos los casos que entran en la definición del artículo 190, apartado 2, de las Normas de Desarrollo, o de los artículos 72, 72 bis y 73 del Acuerdo de Cotonú, o del artículo 6 del Instrumento de Estabilidad, independientemente de la duración de las causas o los efectos que se deriven de las amenazas y dificultades cubiertos por dichas disposiciones. También cubrirá mutatis mutandis los casos de inestabilidad estructural a largo plazo
.
En los casos en los que no se ha declarado la situación de crisis, todavía sería posible utilizar, según el caso, procedimientos flexibles. Cabe recordar que, en tal supuesto, existe la posibilidad de que el Ordenador recurra a procedimientos negociados o a la concesión directa de una subvención en situaciones de emergencia, tal como se define en las disposiciones pertinentes de las Normas de Desarrollo (véanse los puntos 3.2.4.1, 4.2.5.1, 5.2.5.1 y 6.4.2 de la Guía Práctica)
. 

En el punto 5 de las presentes Directrices se describe con detalle el uso de procedimientos flexibles.

3.1.2 Modificación de acuerdos o contratos existentes

A)
Convenios de financiación, acuerdos de delegación y acuerdos de contribución 

Un cambio en las circunstancias vinculadas a la situación de crisis puede conducir a la modificación del Convenio de Financiación existente. Dicha modificación, a su vez, podrá exigir también una modificación previa del Programa de Acción Anual o de la Decisión de Financiación. Véase el punto 7.1.7 del manual DEVCO Companion.
Los acuerdos de delegación y de contribución también podrán ser modificados, lo cual, a su vez, podrá requerir la modificación previa de la Decisión de Financiación o del Convenio de Financiación.

B)
Contratación pública y contratos de subvención

Es posible que los contratos públicos y los contratos de subvención deban también modificarse a la luz de las nuevas circunstancias durante su periodo de ejecución. Para información más detallada sobre los principios generales y los límites de las modificaciones, véase el punto 6.14 de DEVCO Companion y los puntos 2.10, 3.5, 4.6, 5.7 y 6.7 de la Guía Práctica.

Cuando el alcance de las modificaciones supere los límites mencionados, el Órgano de Contratación podrá estudiar la posibilidad de resolver el contrato y, si los plazos de contratación lo permiten (D+3 o N+1), celebrar nuevos contratos, a fin de responder a las nuevas circunstancias de un modo más adecuado. No obstante, en ese caso, puede ser también necesaria una modificación previa de la Decisión de Financiación y/o del Convenio de Financiación.

3.1.3 Suspensión o resolución de los acuerdos o contratos

A)
Convenios de financiación
El Convenio de Financiación podrá suspenderse en caso de que el país beneficiario incumpla una obligación relativa al respeto de los derechos humanos, los principios democráticos y el Estado de Derecho, y en caso de fuerza mayor tal como esta se define en el Convenio de Financiación. Como medida de precaución, también podrán suspenderse los pagos. En la notificación de la suspensión de una parte a otra se indicarán las consecuencias en los contratos y programas en curso o en los contratos y programas pendientes de ser firmados. En particular, la suspensión del Convenio de Financiación podrá dar lugar a la suspensión de cada contrato y acuerdo cubiertos por dicho Convenio. No obstante, para suspender esos contratos y acuerdos deberán observarse las disposiciones contractuales de cada uno de ellos (véase infra).

Cuando las situaciones que conducen a la suspensión no se resuelvan en el plazo requerido, el Convenio de Financiación podrá resolverse con un preaviso
.
Si se reanuda la aplicación del Convenio de Financiación, este podrá modificarse a fin de ampliar la aplicación operativa y la fase de finalización del Convenio de Financiación, en particular añadiendo un periodo equivalente al de suspensión, sin perjuicio de cualquier otra modificación que pudiera ser necesaria para adaptar el Convenio de Financiación a las nuevas condiciones.
En caso de fuerza mayor, durante el periodo en que el Convenio de Financiación haya estado suspendido, se suspenderá también la norma D+3
, que se reiniciará una vez se reanude la aplicación del Convenio de Financiación. En esos casos, cuando se haya firmado un Acuerdo de Delegación con arreglo a la gestión centralizada indirecta o un Acuerdo de Contribución en gestión conjunta con la norma D+3, el Organismo Delegado o la organización internacional deberá ser informado acerca de dicha suspensión (y reanudación), puesto que también está obligado a cumplir la norma D+3.
B)
Acuerdos de contribución, acuerdos de delegación y contratos de subvención

Cuando la situación de crisis haga que sea demasiado difícil o peligroso continuar, las partes podrán suspender total o parcialmente la ejecución de la acción, sin perjuicio de la posibilidad de resolver el contrato
. Una situación de crisis puede considerarse de fuerza mayor cuando impida a cualquiera de las partes cumplir sus obligaciones contractuales. Los gastos en que se haya incurrido durante ese periodo no serán admisibles, puesto que no cumplen los criterios de elegibilidad establecidos en el artículo 14, si bien el Órgano de Contratación podría aceptar el reembolso de gastos inevitables.

C)
Contratos públicos
Del mismo modo, por lo que se refiere a los contratos públicos, una situación de crisis puede considerarse de fuerza mayor
. En caso de aparición de circunstancias de fuerza mayor que puedan afectar a la ejecución de sus obligaciones contractuales, cualquiera de las partes podrá informar a la otra al respecto, indicando la naturaleza, la duración probable y las repercusiones previsibles de dichas circunstancias. Salvo disposición en contrario por escrito por parte del gestor o supervisor del proyecto, el contratista seguirá cumpliendo sus obligaciones con arreglo al contrato en la medida en que sea razonablemente factible y buscará todos los medios alternativos posibles para la ejecución de sus obligaciones que no se vean afectadas por la circunstancia de fuerza mayor. Dichas medidas alternativas deberán ponerse en marcha únicamente si así lo dispone el gestor o supervisor del proyecto.
Si persisten las circunstancias de fuerza mayor durante un periodo de 180 días, cualquiera de las dos partes podrá informar a la otra de su intención de resolver el contrato. Si al término de un plazo de 30 días persiste la situación, el contrato será resuelto.

3.1.4 Anulación de las convocatorias en curso

Cuando un país es declarado en crisis y hay licitaciones o convocatorias de propuestas en curso (por ejemplo, cuando el anuncio de licitación o las directrices se han publicado pero no se ha alcanzado aún la fecha límite para la presentación de las ofertas o propuestas, o cuando el Órgano de Contratación ha recibido las ofertas o propuestas pero aún no se ha firmado el contrato), el Órgano de Contratación puede tomar la decisión de considerar, a la luz de las circunstancias específicas, si resulta más adecuado suspender el proceso y cancelar el procedimiento correspondiente.

En esos casos, tal como está previsto en las correspondientes secciones de la Guía Práctica, si el Órgano de Contratación es un país beneficiario y si se trata de un procedimiento de gestión descentralizada ex ante, se necesita la aprobación previa de la Comisión Europea (el Jefe de Delegación o el Ordenador subdelegado competente) antes de la anulación de dicho procedimiento.

A)
Licitaciones

Antes de la firma del contrato, el Órgano de Contratación podrá renunciar al mismo y anular el procedimiento de adjudicación sin que los candidatos o licitadores tengan derecho a reclamar indemnización alguna. Si el procedimiento está dividido en lotes, podrá anularse uno solo. La anulación podrá llevarse a cabo cuando circunstancias excepcionales o de fuerza mayor hagan imposible la ejecución normal del contrato.
Cuando se anule un procedimiento de contratación pública, todos los licitadores deberán ser informados por escrito a la mayor brevedad de los motivos de la cancelación y deberá publicarse el correspondiente anuncio de anulación. Para más información, véase el punto 2.4.13 de la Guía Práctica.

B)
Convocatorias de propuestas

Al igual que en el caso de las licitaciones, el Órgano de Contratación podrá decidir la anulación del procedimiento de convocatoria de propuestas en cualquier momento cuando circunstancias excepcionales o de fuerza mayor impidan el desarrollo normal de las acciones previstas. En caso de anulación de una convocatoria de propuestas, los solicitantes deberán ser informados de la cancelación por el Órgano de Contratación, pero no tendrán derecho a compensación. En los casos en que el solicitante ya haya sido informado de que la propuesta completa ha sido seleccionada provisionalmente para la adjudicación de un contrato y en que el Órgano de Contratación haya decidido conceder una subvención, se recordará explícitamente al solicitante que esas cartas no dan lugar a la subvención mencionada, y que el derecho solo se adquiere definitivamente cuando ambas partes han firmado el Contrato de Subvención
. Para más información, véase el punto 6.5.9 de la Guía Práctica.
3.1.5 Decisión de sustituir (temporalmente) al Órgano de Contratación
Cuando la situación de un país o una región determinados impida al Órgano de Contratación del país beneficiario (mencionado como Ordenador Nacional de Pagos en el marco del FED) el ejercicio de su deber de gestionar acciones o programas descentralizados, como puede ocurrir en algunos casos de crisis o post-crisis, la Comisión podrá, después de haber establecido todos los contactos necesarios con el país beneficiario para remediar la situación, tomar la decisión de sustituir al Órgano de Contratación en el desempeño de sus funciones. 

Cuando se adopte esa decisión, todas o algunas de las tareas de ejecución del Órgano de Contratación serán asumidas por la Comisión en nombre y por cuenta del país beneficiario
. Los modelos de Convenio de Financiación ya prevén esa posibilidad
. 

En el caso de las acciones financiadas por el presupuesto, esto se lleva a cabo volviendo a centralizar la acción. Eso implica un cambio en el modo de gestión, que debe efectuarse mediante un cambio en el PAA o en la Decisión de Financiación, si bien dicho cambio no se considera sustancial (véase el punto 3.2.1 infra). 

Por otra parte, en el caso de las acciones financiadas por el FED, existen dos opciones: i) volver a centralizarlas (lo cual se lleva a cabo del mismo modo que en el caso del presupuesto); o ii) la Comisión sustituye al Ordenador Nacional pero se mantiene la gestión descentralizada. En el segundo caso, la decisión la toma el Colegio o el Consejo (por ejemplo, cuando se adoptan medidas oportunas en virtud del artículo 96 del Acuerdo de Cotonú). 

Una vez que desaparezcan las circunstancias que justifican la gestión de los fondos por la Comisión, esta puede transferir de nuevo esa tarea al correspondiente Órgano de Contratación
.
Ejemplo reciente de medidas oportunas, consistentes en la asunción por la Comisión Europea de las funciones del Ordenador Nacional de Pagos. 

Tras el golpe de Estado del 23 de diciembre de 2008 en la República de Guinea (en lo sucesivo, «Guinea»), que constituía una grave violación de los elementos esenciales del Acuerdo de Cotonú, contemplados en el artículo 9, la Unión Europea abrió consultas en aplicación del artículo 96. Aunque los compromisos contraídos por la parte guineana se consideraron en gran medida alentadores, la Unión Europea se mostraba preocupada por la falta de avances en la aplicación del plan de trabajo para la transición, por lo que decidió adoptar las medidas oportunas de conformidad con el artículo 96, apartado 2, letra c), (véase la Decisión 2009/618/CE del Consejo, de 27 de julio de 2009). Una de las medidas reservaba a la Comisión Europea el derecho de asumir, total o parcialmente, las funciones de Ordenador Nacional del FED por su propia cuenta. Así lo hizo la Comisión, mediante una Decisión posterior. 

Así pues, la Comisión empezó a actuar en nombre del Ordenador Nacional de Pagos en el marco establecido en la Decisión del Consejo. Los días 3 y 4 de marzo de 2011 se llevó a cabo una misión de seguimiento en Guinea, una de cuyas conclusiones ponía de relieve la vuelta gradual al orden constitucional en el país (plasmada en la toma de posesión de un Presidente elegido democráticamente, con un Gobierno civil, y en la adopción de medidas fiables y significativas destinadas a mejorar la gobernanza financiera). Dicha misión concluía, en un informe presentado al Consejo, que se habían recogido pruebas suficientes para permitir la devolución de sus funciones al Ordenador Nacional de Pagos de la República de Guinea, una vez nombrado de conformidad con las disposiciones del artículo 35 del anexo IV del Acuerdo de Cotonú.
En aplicación de un principio general de Derecho, y dado que la anterior decisión no preveía un procedimiento específico, la Comisión preparó una nueva Decisión siguiendo el mismo procedimiento utilizado anteriormente para asumir las funciones de Ordenador Nacional de Pagos.

3.2
Programación (incluidas las decisiones de financiación y los programas de acción anuales)

En determinados casos, cuando así lo justifique el cambio de las circunstancias provocadas por las situaciones de crisis, puede resultar necesario adoptar nuevas acciones o iniciativas o modificar las ya existentes, lo cual requeriría la consulta de comités y la adopción de una decisión por parte del Colegio de Comisarios.

3.2.1
Adopción de nuevas medidas

A)
Programas especiales: componente a corto plazo del Instrumento de Estabilidad y ayuda de emergencia y post-emergencia en el marco del FED.

Para las situaciones de crisis o de crisis incipiente, el Instrumento de Estabilidad incluye un componente a corto plazo
 que permite a la Comisión prestar ayuda estratégica en situaciones de crisis potencial o real, así como una ayuda inmediata a la que seguirá una ayuda a largo plazo con cargo a otros instrumentos. Dicho componente puede utilizarse en respuesta a situaciones de crisis o crisis incipientes, en los inicios de la estabilización política post-crisis y en las primeras fases de recuperación de catástrofes naturales, complementando o sirviendo de punta de lanza a la ayuda concedida en el marco de los principales instrumentos externos. El componente a corto plazo es gestionado por los Instrumentos de Política Exterior. Por su propia naturaleza, los programas de respuesta a las crisis del Instrumento de Estabilidad no pueden programarse de antemano, sino que se elaboran en respuesta a situaciones de crisis o crisis incipiente, cuando no es posible proporcionar una ayuda con suficiente rapidez en virtud de otros instrumentos financieros de la UE, teniendo en cuenta los objetivos horizontales y geográficos y las prioridades estratégicas de la UE. Los procedimientos de aprobación están pensados para que se puedan adoptar rápidamente los programas de respuesta ante situaciones de crisis por un importe máximo de 20 millones EUR
. 

El Acuerdo de Cotonú dispone en su artículo 72 y siguientes que se proporcione ayuda de emergencia y post-emergencia en situaciones de crisis
. Dicha ayuda tendrá como objetivo salvar y preservar vidas y evitar y aliviar el sufrimiento humano cuando surja la necesidad. La ayuda post-emergencia tendrá como objetivo la rehabilitación y la vinculación de la ayuda a corto plazo con los programas de desarrollo a más largo plazo. La ayuda de emergencia y post-emergencia se mantendrá mientras sea necesaria para hacer frente a las necesidades de las víctimas que se deriven de esas situaciones, vinculando así la ayuda de emergencia, la rehabilitación y el desarrollo. Dicha ayuda de emergencia y post-emergencia se financiará mediante recursos del FED cuando no pueda financiarse con cargo al presupuesto de la UE
. La utilización de los artículos 72 y 73 como base jurídica de un nuevo programa de asistencia de emergencia y post-emergencia deberá ser aprobada previamente por el Comisario responsable antes de que se presente al Colegio
 el proyecto de decisión de financiación correspondiente.
Ejemplo reciente de acciones financiadas en virtud del componente a corto plazo del Instrumento de Estabilidad o al amparo de los artículos 72 y 73 del Acuerdo de Cotonú
La ayuda de la UE en apoyo del juicio y medidas conexas contra sospechosos de piratería (Kenia)

La lucha contra la piratería en algunas de las principales rutas marítimas del Cuerno de África constituye una prioridad tanto para los países de la región como para la comunidad internacional. Aparte del efecto sobre la seguridad en general, la interrupción del comercio causada por la crisis de la piratería está dañando las ya de por sí frágiles economías de muchos países en desarrollo de la región.

La UE está activamente comprometida en la lucha contra la piratería mediante la operación naval EU-NAVFOR Atalanta, de la PCSD, que tiene por objeto contribuir a la protección de la ayuda humanitaria urgente a Somalia del Programa Mundial de Alimentos (PMA) de la ONU, así como a la protección de otros buques vulnerables y a la disuasión, prevención y represión de los actos de piratería y robo a mano armada frente a las costas de Somalia. En marzo de 2009, la UE celebró un acuerdo con Kenia para que los sospechosos de piratería detenidos por la operación naval Atalanta fueran transferidos a Kenia para ser juzgados.

Las autoridades de Kenia solicitaron a la UE asistencia práctica para apoyar los esfuerzos realizados por el país con el fin de garantizar los juicios de los sospechosos de piratería transferidos, y otras medidas conexas. Conscientes de la escasez de recursos y otras limitaciones a las que se enfrentan las autoridades de Kenia, así como de la importante contribución que su compromiso representa para el conjunto de los esfuerzos internacionales para luchar contra la piratería, la UE acordó prestar su asistencia.

El conjunto de medidas de respuesta a la crisis del IE apoya el procesamiento y las medidas policiales, judiciales y penitenciarias, centrándose en particular en diversas carencias de capacidad y logísticas asociadas con el juicio y la detención de los sospechosos de piratería. 

B)
Medidas especiales

Todos los instrumentos ofrecen la posibilidad de adoptar medidas especiales fuera del ámbito de los documentos de programación
 en caso de imprevistos y, en su caso, de necesidades o circunstancias debidamente justificadas, tales como situaciones de crisis
. 

Los servicios que preparan medidas especiales pueden acogerse a un procedimiento acelerado (por ejemplo, sin que sea obligatoria la evaluación del GAC, realizando una consulta rápida interservicios y recurriendo a un procedimiento escrito para el Comité de Examen y para el Colegio). El Colegio adopta medidas especiales. Dependiendo del importe de la medida especial, o bien se consulta previamente al comité pertinente, o bien la consulta previa se sustituye por una información ex post. Los importes y los plazos de información son diferentes según el instrumento
.
Con arreglo a las disposiciones anteriores, las medidas especiales especificarán los objetivos perseguidos, los sectores de actividad, los resultados esperados, los procedimientos de gestión y el importe total de la financiación. Incluirán una descripción de las operaciones que vayan a financiarse, una indicación de los importes asignados a cada operación y el calendario orientativo para su ejecución.
C)
Decisiones ad hoc 

En principio, todas las actividades previstas para la aplicación de los documentos pertinentes de programación plurianual deben formar parte del Programa de Acción Anual. La mayoría de los instrumentos
 prevén como medida de excepción que la aplicación de esos documentos de programación se realice sobre la base de decisiones ad hoc, por ejemplo cuando el Programa de Acción Anual todavía no se haya adoptado. Las decisiones ad hoc se adoptarán por el mismo procedimiento que los Programas de Acción Anual.

Ejemplo reciente de medidas especiales o medidas ad hoc
Programa de desarrollo de capacidades para Irak de 2010 

Teniendo en cuenta la situación particular de Irak, la Comisión aún no había adoptado un Documento de Estrategia Nacional o un Programa Indicativo Plurianual. Por ello, la Comisión tuvo que recurrir a la medida especial prevista en el artículo 23 del Reglamento del ICD.

D)
Programas de acción anual y decisiones de financiación

Los nuevos programas de acción anual y las nuevas decisiones de financiación podrán adoptarse sobre la base de los documentos de estrategia y de los programas indicativos existentes. En caso de que se apruebe una acción en favor de un país o región en crisis, podrá actuarse con cierta flexibilidad en el modo de elaborar la ficha de acción en casos debidamente justificados (por ejemplo, ofreciendo la posibilidad de elegir entre dos modos de gestión en función de la evolución de la situación en el país o la región en cuestión). Véase el punto 3.2.2 para más información sobre cómo acelerar el proceso de adopción.

Ejemplo reciente de PAA y de decisión de financiación con dos posibles modos de gestión

Mecanismo de infraestructura 2010
Tras años de conflicto y de estancamiento económico, las redes y sistemas de infraestructuras públicas en el país X no ofrecen una cobertura completa. Son de escasa calidad y a menudo no están al alcance de los grupos más vulnerables de la población. También son insuficientes para garantizar las infraestructuras necesarias para el desarrollo de los servicios públicos y privados que requiere el proceso de construcción del Estado X. Se necesita una inversión considerable en infraestructuras públicas, como se puso de relieve en el plan de reformas y desarrollo del país.
Habida cuenta de la actual situación política y de seguridad, la flexibilidad es un elemento clave de éxito que tiene un gran impacto y es importante para la aplicación del plan de consolidación del Estado. Respecto a uno de los componentes, la construcción de un plan de tratamiento de aguas residuales, la ficha de acción incluía dos posibles modos de gestión: gestión centralizada indirecta o gestión conjunta. El plan de acción ya identificaba a un posible delegatario para cada forma de gestión y cada uno de ellos había sido objeto de la evaluación de los pilares.
La decisión final hubo de adoptarse con otros donantes, dado que había dos posibles proyectos para los que el país beneficiario había solicitado la ayuda de los donantes. La decisión de a cuál de ellos apoyar se adoptaría no solo sobre la base de las necesidades expresadas por el país beneficiario, sino también de la viabilidad operativa de cada opción.

3.2.2 Examen de los documentos de estrategia, programas indicativos y programas de acción anual / decisiones de financiación

A)
Documentos de estrategia y programas indicativos

Todos los instrumentos prevén la posibilidad, aparte de la de adoptar medidas especiales, de revisar la programación existente cuando resulte oportuno
. En el caso del FED se especifica incluso que la aparición de dificultades graves, repentinas e imprevistas de tipo humanitario, económico y social de carácter excepcional, derivadas de catástrofes naturales, crisis antropogénicas, como guerras u otros conflictos, situaciones post-conflicto, amenazas para la democracia, el Estado de Derecho, los derechos humanos o las libertades fundamentales, o circunstancias extraordinarias en un país o región que tengan efectos comparables, podrán considerarse casos que justifican la realización de una revisión ad hoc. Cualquier revisión de la programación existente se llevará a cabo siguiendo el mismo procedimiento que su adopción inicial. Excepcionalmente, el ICD y el IEVA prevén un procedimiento de emergencia en caso de crisis o amenazas a la democracia, al Estado de Derecho, a los derechos humanos y a las libertades fundamentales, o de catástrofes naturales u ocasionadas por el hombre
.
B)
Programa de Acción Anual y decisiones de financiación

Los programas de acción anual y las decisiones de financiación también podrán modificarse. Los cambios sustanciales del PAA o de la Decisión de Financiación deben seguir el mismo procedimiento que para su adopción inicial (es decir, la consulta previa al Comité competente y una decisión adoptada por el Colegio). Por otra parte, el Ordenador en cuestión puede adoptar cambios no sustanciales, de conformidad con los principios de buena gestión financiera. En particular, los cambios acumulados de las asignaciones a acciones específicas que no excedan del 20 % de la contribución máxima de la Unión Europea o las prórrogas del periodo de aplicación no superiores al 20 % de la duración inicial del periodo de aplicación no se consideran sustanciales, a condición de que no afecten de manera significativa a la naturaleza ni a los objetivos del PAA o de la Decisión de Financiación.
Además, determinados cambios en lo que respecta a las modalidades de gestión no se consideran sustanciales, siempre que dicho cambio implique una reducción de la delegación de tareas de ejecución financiera y presupuestaria (es decir, de una acción descentralizada a una nuevamente centralizada)
. No obstante, el Comité deberá ser informado de cualquier modificación de este tipo una vez adoptada.

¿Cómo acelerar el proceso de adopción de los programas de acción anuales o de las decisiones de financiación, o la introducción de cambios sustanciales?

Introducir cambios sustanciales en el PAA o en la Decisión de Financiación existente exige seguir el mismo procedimiento que para su adopción inicial. Existen diversas herramientas para acelerar el proceso:
•
Consejos para la redacción de los PAA o de las decisiones de financiación 

- No sobrecargar las fichas de acción con detalles que sería más apropiado indicar en las disposiciones técnicas y administrativas (DTA). No debe olvidarse que los PAA son decisiones vinculantes para los servicios de la Comisión.

- Describir objetivos generales.

- No confundir los resultados con las actividades o con el tipo de contratos a que debe recurrirse (servicios/subvenciones).

- Aplicación: utilizar las plantillas tal cual y seguir las instrucciones.

- Precisar que el presupuesto es indicativo e incluir un epígrafe para gastos «imprevistos»; dar preferencia al presupuesto orientado por actividades, no por tipo de contrato.

•
Comprobar si se puede acelerar el GAC. 

•
Comprobar si se puede acelerar la consulta interservicios: consulta rápida interservicios o consulta interservicios con un plazo más breve.

La consulta rápida interservicios precisa del acuerdo de la Secretaría General, que requiere un preaviso de 48 horas para adoptar una decisión sobre la concesión de una consulta rápida interservicios
. En casos de emergencia, este método prevé una reunión de las Direcciones Generales interesadas, que sustituye a la consulta formal interservicios a través de CIS-Net. Los documentos deben distribuirse al menos 48 horas antes de la reunión, de modo que los departamentos más afectados puedan estar representados o enviar sus comentarios por escrito a través de CIS-Net. Los departamentos confirman o declinan su participación en la reunión por procedimiento acelerado a través de CIS-Net
. En el caso de una consulta interservicios con un plazo más breve, corresponde al departamento que esté al frente de la operación la postura proactiva de ponerse en contacto con las DG consultadas y pedirles que respondan en el plazo más breve
.
•
¿Cómo acelerar el procedimiento de comitología?: plazos más breves para consultar a los Estados miembros.
La Presidencia del Comité podrá establecer un plazo breve que refleje la urgencia del asunto
. Esto implica, en general, un procedimiento escrito y el envío de los documentos a través de CIRCA a los Estados miembros para consulta, contando en general con cinco días hábiles para responder.
Téngase en cuenta que, de conformidad con las nuevas normas de comitología
, ya no existe un periodo automático de treinta días para el «derecho de control» del Parlamento Europeo
.
•
¿Cómo acelerar la adopción de la Decisión por el Colegio?: procedimiento escrito acelerado o urgente, o con breve plazo.
El Colegio podrá adoptar la Decisión mediante procedimiento escrito. En ese caso, la Secretaría General establece la fecha límite, que no podrá ser inferior a cinco días hábiles a partir de la fecha en que se hayan distribuido los documentos. Con el acuerdo previo del Presidente, este podrá reducirse a no menos de tres días laborables (procedimiento escrito acelerado) o a menos de tres días laborables (procedimiento escrito de urgencia)
. Las normas sobre el uso del procedimiento escrito, como de la consulta rápida interservicios, excluyen explícitamente la urgencia motivada por retrasos administrativos.

3.3
Otras posibles medidas oportunas
Tal como se ha indicado ya en el apartado 2, una crisis puede surgir por no respetar los principios de la democracia, el Estado de Derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales. Aparte de las medidas antes mencionadas, a nivel de programación y de aplicación, la UE podría tomar también otras medidas oportunas con respecto a cualquier ayuda concedida al país socio, incluida la suspensión total o parcial de la ayuda. Esta posibilidad está prevista en el IEVA, el ICD y el Acuerdo de Cotonú.

Según el IEVA y el ICD
, la Comisión puede proponer al Consejo que adopte las medidas oportunas, incluida la suspensión parcial o total de la ayuda de la UE. La Comisión podrá formular tal propuesta cuando el país no respete los principios de libertad, democracia, respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales y el Estado de Derecho. El IEVA especifica, además, que, en tal caso, la ayuda de la UE se utilizará principalmente para apoyar a los actores no estatales en favor de medidas encaminadas a promover los derechos humanos y las libertades fundamentales y a apoyar procesos de democratización en el país.

El Acuerdo de Cotonú
 contempla también la suspensión, si bien en última instancia, cuando no se respeten los derechos humanos, los principios democráticos y el Estado de Derecho. El Acuerdo de Cotonú especifica un procedimiento de consultas que debe seguirse antes de que el Consejo adopte cualquier decisión
.
Ejemplo reciente de medidas oportunas adoptadas por el Consejo

Decisión del Consejo relativa a la conclusión de las consultas con la República de las Islas Fiyi, con arreglo al artículo 96 del Acuerdo de Cotonú y al artículo 37 del ICD.

En diciembre de 2006, tuvo lugar un golpe militar que fue condenado por el Consejo. Dado que dicho acto fue considerado como una violación de los principios fundamentales contemplados en el Acuerdo de Cotonú, se iniciaron consultas en abril de 2007. Durante esas consultas, el Gobierno provisional ofreció compromisos específicos para solventar los problemas expuestos por la UE y se declaró dispuesto a ponerlos en práctica. Sin embargo, la falta de progresos en cuanto al procedimiento y al fondo de esos compromisos condujo al Consejo a dar por concluidas las consultas en octubre de 2007.

En octubre de 2007 se tomó una primera decisión sobre medidas oportunas por un periodo de dos años y una cláusula de revisión semestral (Decisión del Consejo de 1 de octubre de 2007, DO L 260 de 5 de octubre de 2007, p. 15). Sin embargo, desde entonces la situación ha involucionado, por lo que la decisión inicial se ha prorrogado posteriormente varias veces por periodos de seis meses: hasta el 31 de marzo de 2010 (Decisión del Consejo de 24 de septiembre de 2009, DO L 262, de 6 de octubre de 2009, p. 43); hasta el 1 de octubre de 2010 (Decisión del Consejo de 29 de marzo de 2010, DO L 89, de 9 de abril de 2010, p. 7); hasta el 31 de marzo de 2011 (Decisión del Consejo de 27 de septiembre de 2010, DO L 260, de 2 de octubre de 2010, p. 10); hasta el 31 de septiembre de 2011 (Decisión del Consejo de 31 de marzo de 2010, DO L 93, de 7 de abril de 2011, p. 2).
El Consejo decidió, entre otras medidas
, continuar: i) la ayuda humanitaria y el apoyo directo a la sociedad civil; ii) las actividades de cooperación en curso con cargo al 8º y 9º FED; iii) las actividades de cooperación que contribuyan al retorno a la democracia y a mejorar la gobernanza.
Por lo que se refiere al 10º FED, la finalización, la firma a nivel técnico y la aplicación del Documento de Estrategia Nacional y del Programa Indicativo Nacional con una dotación financiera indicativa, así como la posible asignación de un tramo incentivo de hasta un 25 % de esa cantidad, se ha supeditado al respeto de los compromisos asumidos por lo que se refiere a los derechos humanos y al Estado de Derecho.
4.
¿Cómo es una decisión por la que se declara una situación de crisis?

Antes de aplicar procedimientos flexibles, deberá declararse debidamente la existencia de una situación de crisis en un país o región. En este punto se indica quién es la autoridad competente facultada para adoptar tal decisión y el procedimiento a seguir
. 

4.1. Autoridad competente
La autoridad competente para declarar una situación de crisis es el Ordenador Delegado
, que emite una decisión al respecto sobre la base de las consultas oportunas con los servicios pertinentes y con el Comisario responsable
. 

4.2. Procedimiento, naturaleza y contenido de la decisión 

La solicitud al Ordenador Delegado de que declare la existencia de una situación de crisis se hará por escrito. En caso de que dicha solicitud provenga de la DG de Desarrollo y Cooperación - EuropeAid o de la DG de Ampliación, el Ordenador Delegado es el Director General. La solicitud podrá también provenir
· de los servicios de la Comisión;
· del país afectado por la situación de crisis (generalmente, el representante del Órgano Nacional de Contratación, también denominado Ordenador Nacional de Pagos en el marco del FED), de una organización internacional o de una organización no estatal local o internacional, que podrán dirigir una solicitud a la Comisión.

En la práctica, la solicitud se envía en general a través del Jefe de Delegación del país de que se trate. En tales casos, el Jefe de Delegación debe esforzarse, en su caso, por consultar al Órgano de Contratación o al Ordenador Nacional de Pagos. El Jefe de Delegación deberá entonces presentar una nota al Director geográficamente competente de EuropeAid o de Ampliación, que deberá incluir todos los elementos de hecho que expliquen la situación en el país o la región de que se trate y que justifiquen la existencia de las condiciones previstas en el artículo 190, apartado 2, de las ND. La nota también determinará el alcance exacto de la solicitud (por ejemplo, la duración y la cobertura geográfica y los programas afectados por la decisión, así como las dificultades o la imposibilidad del Órgano de Contratación del país beneficiario para llevar a cabo sus tareas). El Director geográficamente competente podrá decidir consultar a otros directores (por ejemplo, a los directores temáticos) y decidir entonces transmitir la solicitud al Ordenador Delegado.

En caso de que la solicitud se envíe a través del Director geográficamente competente o directamente al Ordenador Delegado, estos podrán decidir transmitir la petición al Jefe de Delegación (o al Director geográficamente competente en caso de que la solicitud la reciba directamente el Ordenador Delegado) para preparar el expediente de conformidad con el apartado anterior.

La decisión del Ordenador Delegado deberá: 

•
declarar la existencia de una situación de crisis en un país o una región determinados, a la luz del artículo 190, apartado 2, de las Normas de Desarrollo o del artículo 72 del Acuerdo de Cotonú;

•
definir su alcance geográfico exacto, a saber, país o países o, en caso de que la situación solo afecte a una parte de un país, región o regiones, dentro de ese país, cubiertas por la decisión;

•
establecer la duración de esa situación (normalmente un año), con la posibilidad de solicitar nuevas revisiones o ampliaciones siguiendo el mismo procedimiento cuando el plazo para la aplicación de tales procedimientos esté próximo a su fin.
La decisión del Ordenador Delegado podrá también: 

•
limitar el ámbito de aplicación de la decisión a un determinado número de acciones o programas en el país o región en cuestión;

•
incluir instrucciones en lo que se refiere a las normas de origen y nacionalidad, admisibilidad de impuestos y otras excepciones (véase el punto 5.3.3) o la necesidad de que la Comisión asuma las funciones del Órgano de Contratación (véase el punto 3.1.5)
. 

Adjunto a las presentes Directrices como anexo A se recoge el modelo de decisión que deberá adoptar el Ordenador Delegado. 

El Ordenador Delegado podrá decidir, a la luz del carácter políticamente delicado de un caso, elevar la cuestión al Colegio. 

Asimismo, el Ordenador Delegado deberá consultar a los servicios competentes de la Comisión que se encargan de las relaciones exteriores a los que afecte la decisión. Podrá asimismo decidir consultar o informar a otros servicios de la Comisión (por ejemplo, a las DG competentes). También podrá ser informado el SEAE y cualquier otra institución de la UE, así como, en su caso, los demás posibles socios pertinentes de la UE presentes en el país o región (es decir, organizaciones internacionales, otros donantes, etc.).

4.3. Efectos de la decisión

Una decisión por la que se declara una crisis prepara el camino para la utilización de procedimientos flexibles que pueden influir tanto en los procedimientos de contratación y subvención que deben ponerse en marcha como en los contratos en curso.

En primer lugar, por lo que se refiere a los procedimientos de contratación pública y de concesión de subvenciones que deben ponerse en marcha, la decisión por la que se declara una situación de crisis permite, tal como se explica en los puntos 5.1 y 5.3, apartarse de las normas aplicables a los procedimientos de licitación o de concesión de subvenciones establecidos en la normativa de la UE que se recoge en la Guía Práctica y demás normas aplicables a las subvenciones (es decir, la programación anual, la retroactividad y la cofinanciación). Por lo tanto, en los casos de cooperación delegada en que se utilizan procedimientos de la UE (gestión descentralizada, gestión centralizada indirecta), una vez adoptada la decisión por la que se declara una situación de crisis, el Órgano de Contratación o el Organismo Delegado serán debidamente informados por el Jefe de Delegación (o el Ordenador Subdelegado pertinente) de la adopción y el ámbito de aplicación de la mencionada decisión, a través de un canje de notas, que complementará el acuerdo o acuerdos correspondientes. Adjunto a las presentes Directrices, como anexo B, se incluye un modelo de esa carta que complementa el Convenio de Financiación o el Acuerdo de Delegación utilizado por EuropeAid. 

En segundo lugar, por lo que se refiere a los contratos en curso, tal como se ha explicado ya en los puntos 3.1.2 y 3.1.3, la declaración de crisis puede también influir en los acuerdos y contratos en curso, con medidas que van desde la modificación hasta la suspensión, o incluso la resolución. No obstante, deberán respetarse las condiciones previstas en cada uno de estos contratos y acuerdos.

Además, los beneficiarios de la subvención pueden recurrir al procedimiento negociado sobre la base de la decisión adoptada por el Director General. Con arreglo a lo dispuesto en el anexo IV, punto 7, letra a), del Contrato de Subvención, el servicio de la Comisión o, en caso de gestión descentralizada, el Órgano de Contratación responsable del contrato comunicará al beneficiario de la subvención cuándo se ha adoptado esa decisión y cuándo finaliza. También se informará al beneficiario de la subvención sobre determinado número de obligaciones que han de respetarse (como el carácter de confidencialidad de dicha información, los principios generales aplicables en caso de procedimientos flexibles, etc.). Los beneficiarios de la subvención también podrán acogerse a las excepciones que se describen en el punto 5.3. Adjunta a las presentes Directrices, como anexo C, se incluye un modelo de la carta que debe enviarse a los beneficiarios de la subvención.
Excepto en el caso de los efectos anteriormente descritos, los contratos en curso no se beneficiarán de una mayor flexibilidad, y cualquier posible modificación de los mismos deberá efectuarse de acuerdo con las condiciones establecidas en cada uno de ellos. 

4.4 Prórroga
Si la situación de crisis persiste más allá de la duración de la decisión inicial, puede solicitarse la prórroga de la misma. La solicitud de prórroga de la decisión inicial y la consiguiente adopción de la misma seguirían, por analogía, el procedimiento descrito en el punto 4.2.

Es importante solicitar la prórroga de la decisión con suficiente antelación, de modo que se garantice que el proceso decisorio haya concluido antes de la expiración de la decisión inicial.

5. ¿Cómo se aplican los procedimientos flexibles?

Los procedimientos flexibles se refieren fundamentalmente a la posibilidad de apartarse de las normas aplicables a los procedimientos de licitación o de concesión de subvenciones establecidos en la normativa de la UE que se recoge en la Guía Práctica. También pueden incluir la posibilidad de aplicar una serie de excepciones a otras normas establecidas en la Guía Práctica o en el DEVCO Companion (normas de origen y nacionalidad, prueba de no reembolso de impuestos, etc.), en las condiciones que se exponen a continuación.

5.1 Excepciones a la aplicación de los procedimientos de licitación o de concesión de subvenciones

5.1.1. Principios fundamentales y actores principales

Una vez adoptada una decisión por la que se declara una situación de crisis, el Órgano de Contratación dispone de la cobertura jurídica para adjudicar directamente subvenciones y contratos de servicios, suministros y obras comprendidos en el ámbito de aplicación geográfico y temporal de dicha decisión. La base jurídica para recurrir a la adjudicación directa en una situación de crisis es el artículo 190, apartado 1, de las ND para los contratos de subvención, y el artículo 266, apartado 1, párrafo segundo, el artículo 268, apartado 2, y el artículo 270, apartado 1, párrafo segundo, de las ND
 para los contratos públicos. 

Sin embargo, la autoridad competente (es decir, en la mayoría de los casos el Jefe de Delegación, véase más adelante) debe tomar en consideración, cuando sea oportuno y posible, y teniendo en cuenta las peculiaridades del asunto, la posibilidad de «aumentar» el nivel de competencia más allá del aplicable a la adjudicación directa o a los procedimientos de negociación. El grado de flexibilidad de los procedimientos y el nivel correspondiente de competencia que se aplique deberán adaptarse al contexto específico de cada proyecto y a las circunstancias del país o la región cubiertos por la decisión.

Por ejemplo, aunque el Órgano de Contratación esté facultado para proceder a una adjudicación directa o un procedimiento negociado a raíz de una declaración de crisis, la autoridad competente podrá decidir: 

-
invitar a más de un candidato al procedimiento negociado o a la adjudicación directa; por ejemplo, en el caso de las subvenciones, se publica una convocatoria restringida de propuestas tras la evaluación de los documentos de síntesis recibidos, y se inicia un proceso de negociación con los diferentes solicitantes;

-
aplicar procedimientos negociados en régimen competitivo también por encima de los umbrales (previstos en los puntos 3.4.2, 4.5 y 5.6 de la Guía Práctica o con disposiciones de flexibilidad adicionales, debidamente justificadas, etc.);

-
aplicar procedimientos abiertos o restringidos normales (previstos en la Guía Práctica o con disposiciones de flexibilidad adicionales, debidamente justificadas, como plazos más cortos, limitación del número de licitadores, etc.).

En la medida de lo posible, deberán respetarse los principios generales de la normativa financiera, que exigen: i) transparencia e igualdad de trato en la adjudicación de los contratos, y ii) economía, eficiencia y eficacia en la utilización de los fondos comunitarios (buena gestión), en la medida de lo posible.

A)
Gestión descentralizada o contratos gestionados por las Delegaciones en gestión centralizada

En esos casos, la autoridad competente es el Jefe de Delegación. Es el responsable de autorizar, supervisar y garantizar que se aplican los procedimientos de la gestión centralizada y la gestión descentralizada en el marco de una situación de crisis. Es importante implicar lo antes posible a las secciones pertinentes de la Delegación de la UE (operativas y contractuales), de modo que puedan prestar ayuda al Jefe de Delegación en cuanto a la elección de los procedimientos que deben seguirse. 

· En el marco de la gestión descentralizada, el Jefe de Delegación debe evaluar y autorizar el grado de flexibilidad sobre la base de las justificaciones presentadas por el Órgano de Contratación con la ayuda de los servicios pertinentes de la Delegación. 

· En el caso de los contratos centralizados gestionados por la Delegación, el Jefe de Delegación debe evaluar el grado de flexibilidad necesario y autorizar el procedimiento elegido sobre la base de los elementos presentados por los servicios pertinentes de la Delegación encargada del proyecto.
El Jefe de Delegación no podrá en ningún caso subdelegar la responsabilidad de elegir el procedimiento en el seno de sus servicios. Al autorizar o aplicar cada uno de los procedimientos flexibles establecidos en la presente Guía, el Jefe de Delegación no requiere la aprobación previa de la Sede para utilizar cada uno de los procedimientos flexibles previstos, una vez que se ha declarado la situación de crisis. La decisión del Jefe de Delegación se codifica en el módulo de excepciones de CRIS como aprobación previa (véase el punto 6). No obstante, tiene que respetar el sistema de declaración aplicable (véase el punto 6). En caso de ausencia del Jefe de Delegación, esta decisión solo podrá ser adoptada por el Director correspondiente.

B)
Contratos gestionados directamente por la Sede en gestión centralizada

El papel indicado del Jefe de Delegación será desempeñado por el Jefe de la Unidad de Operaciones Centralizadas responsable del contrato en coordinación con el Jefe de la Unidad de Financiación y Contratos correspondiente.

C)
Contratos gestionados por el Organismo Delegado en gestión centralizada indirecta cuando son aplicables las normas de la UE

Los principios más importantes recogidos en el punto 5.1.1 son aplicables en caso de que el Organismo Delegado aplique la normativa de la UE a los procedimientos de contratación pública o de concesión de subvenciones. No obstante, el Organismo Delegado no tendrá que solicitar (ex ante o ex post) la aprobación de la Comisión (ya sea de la Sede o de las Delegaciones), puesto que sigue siendo responsabilidad de dicho Organismo.
D)
Contratación secundaria (o reasignación de subvenciones) otorgada por el beneficiario de la subvención

Tal como ya se ha indicado, en el caso de los contratos públicos que celebre el beneficiario de la subvención, el anexo IV del Contrato de Subvención autoriza la utilización de procedimientos negociados en el caso de los países o regiones declarados en crisis. No obstante, los principios fundamentales recogidos en el punto 5.1.1 son aplicables en caso de que el Organismo Delegado aplique la normativa de la UE relativa a los procedimientos de contratación pública o de concesión de subvenciones. Siempre que sea posible, deberán respetarse los principios de transparencia y competencia leal contemplados en el punto 1 del anexo IV del Contrato de Subvención. No obstante, el beneficiario de la subvención no tendrá que solicitar (ex ante o ex post) la aprobación del Órgano de Contratación (ya se trate de la Comisión, del país beneficiario o de un Organismo Delegado, si se aplican procedimientos de la UE), ya que sigue siendo responsabilidad de dicho beneficiario de la subvención.
5.1.2. Indicadores y otros factores

El grado de flexibilidad de los procedimientos y el nivel correspondiente de competencia que se aplique deberán adaptarse al contexto específico de cada proyecto y a las circunstancias del país o la región cubiertos por la decisión. 

Indicadores o elementos de hecho que podrán ser considerados por la autoridad competente (Jefe de la Delegación)

Situación del país

- Dificultades importantes para organizar procedimientos negociados en régimen competitivo o convocatorias de licitaciones o propuestas (acceso a la información, inseguridad, recursos que permanecen en la Delegación de la UE por razones de seguridad, falta de infraestructuras, etc.).
- Enfoque transitorio en la prestación de ayuda con pocas opciones o con un único socio ejecutor acordado por la mayoría de los Estados miembros de la UE presentes en el país o la región y por otros grandes donantes.
Situación de la oferta, el proyecto o el contrato

- Rapidez necesaria para ejecutar el proyecto o contrato por razones de urgencia.

- Motivos de confidencialidad, políticos o de seguridad relacionados con el contrato, o con el tema o la zona en la que se ejecutará el contrato.

- Número limitado de licitadores o solicitantes potenciales presentes en el país o la región debido a la crisis.

Cabe recordar que, una vez adoptada la decisión por la que se declara una situación de crisis, la aplicación de procedimientos negociados o la adjudicación de subvenciones directas a los contratos que entren en el ámbito de aplicación de esa decisión ya está justificada desde el punto de vista jurídico. Por consiguiente, no es necesario justificar (de nuevo) que esos contratos se ajustan a los supuestos y a las condiciones de los procedimientos negociados o de adjudicación directa previstos en la Guía Práctica (y en los artículos 190, apartado 1, y 266, 268 y 270 de las ND), como, por ejemplo, la existencia de una oferta infructuosa anterior, la urgencia, monopolio, etc. La única evaluación adicional que se exige es que las circunstancias específicas del país o del proyecto, tales como los elementos de hecho anteriormente mencionados, no permitan un mayor nivel de competencia.
5.1.3. Aplicación práctica de los procedimientos negociados o de la concesión directa de subvenciones
Cuando el procedimiento negociado o la concesión directa de subvenciones se consideren el procedimiento más apropiado a la luz de los hechos, el Órgano de Contratación podrá entablar libremente negociaciones con uno o más candidatos (a través de la presentación formal de ofertas, el uso del correo electrónico o la organización de reuniones en las que deberá respetarse el principio de igualdad de trato y no discriminación) y adjudicará el contrato al licitador o solicitante elegido.

Como en cualquier otro caso de procedimientos negociados y de concesión directa de subvenciones (independientemente de la base jurídica), el Órgano de Contratación deberá preparar un informe de negociación en el que se justifique el modo en que se han llevado las negociaciones y se fundamente la decisión de adjudicación del contrato. El informe de negociación deberá incluirse en el expediente del contrato (véase el modelo de informe de negociación en los anexos generales de la Guía Práctica). En casos de procedimiento negociado, el Órgano de Contratación designará siempre un Comité de Evaluación para dirigir las negociaciones o la evaluación. Para los casos de concesiones directas de subvenciones, por el contrario, no es obligatorio el nombramiento de un Comité de Evaluación y se podrá decidir, cuando proceda, que en las negociaciones o en la evaluación deberán participar al menos dos personas del Órgano de Contratación («Equipo de Negociación»).

El Órgano de Contratación debe seguir los pasos habituales en estos procedimientos (como notificar al licitador o solicitante la aceptación de su oferta o solicitud, la preparación y firma del contrato y, en su caso, la publicación de la adjudicación del contrato) (véanse los puntos 2.9 y 3 de la Guía Práctica; en el caso de las subvenciones, véase también el punto 6.5.10 de la Guía Práctica). 

Cada una de las siguientes etapas necesita la autorización previa del Jefe de Delegación, a saber:

· Aprobación de los miembros del Comité de Evaluación (o, en su caso, del Equipo de Negociación). En gestión descentralizada, como norma general, la Comisión nombra a un observador encargado de efectuar un seguimiento de todas o parte de las actividades del Comité de Evaluación (o, en su caso, del Equipo de Negociación). En el caso de las evaluaciones realizadas por las Delegaciones de la UE también podrá participar, cuando proceda, el país beneficiario (en el Comité de Evaluación o en el Equipo de Negociación).
· La entidad o la lista de entidades invitadas a negociar, incluidos los criterios utilizados para seleccionarla(s) (si son más de una, selección de los documentos empleados para dichas negociaciones). Ninguna de esas entidades podrá entrar en uno de los casos de exclusión.
· Decisión de adjudicación (incluidas la autorización y aprobación del informe de negociación y la notificación de la adjudicación del contrato al adjudicatario o solicitante). 

· Firma y refrendo del contrato.

No obstante, estas etapas podrán combinarse, reduciendo el número de aprobaciones de cuatro a dos, dependiendo de las circunstancias.
Debe ponerse en marcha el procedimiento flexible (es decir, publicación de anuncios o directrices o, en caso de no existir una convocatoria, la convocatoria de ofertas o solicitantes) dentro del periodo de validez de la decisión por la que se declara la situación de crisis. Si la decisión expira después de la publicación o la convocatoria, el procedimiento puede seguir hasta la firma, independientemente de que la declaración de crisis expire antes de la firma del contrato o no.

5.1.3.1 Estimaciones de programas
Las disposiciones anteriores sobre la adjudicación de contratos por procedimiento negociado o adjudicación directa también se aplican a la contratación pública y a los contratos de subvenciones concedidos en el marco de estimaciones de programas. En el caso de la contratación pública con control ex post, si el país beneficiario está cubierto por una declaración de crisis reconocida por el Ordenador Delegado correspondiente, y se proponen procedimientos flexibles sobre la base de asistencia de emergencia o situación de crisis, estos estarán previstos en la estimación de programa. Al respaldar la estimación del programa, el Jefe de Delegación aprobará el uso de los procedimientos flexibles y verificará su correcta aplicación durante el control ex-post.
5.2. Otros planteamientos flexibles aplicables a los contratos de subvención 

Considerando los procedimientos flexibles y la necesidad de unos requisitos de aplicación rápidos y efectivos, es posible aplicar una serie de excepciones a algunas normas básicas para las subvenciones:

· Programación anual: Todas las subvenciones deben ser objeto de una programación anual o plurianual que se publicará a principios del ejercicio
. Esta obligación no es aplicable en los casos de una situación de crisis.
· Retroactividad: Por regla general, las subvenciones cubren únicamente los gastos contraídos después de la fecha de la firma del Contrato de Subvención. Podrá concederse una subvención para una acción ya empezada cuando el solicitante pueda demostrar la necesidad de iniciar la acción antes de la firma del contrato. En tales casos, los gastos realizados con anterioridad a la fecha límite o, en caso de adjudicación directa, a la fecha de presentación de la solicitud de subvención, y, si procede, a la fecha de la firma del Convenio de Financiación, no serán admisibles para financiación. No obstante, en caso de situación de crisis, los gastos efectuados por un beneficiario antes de la fecha de presentación de su solicitud pueden optar a la financiación de la UE
. Cabe recordar que en ningún caso podrá concederse una subvención retroactivamente a acciones ya finalizadas. 

· Cofinanciación: Por regla general, los costes de la acción no podrán financiarse en su totalidad mediante subvenciones. No obstante, podrá autorizarse la financiación íntegra de una acción, gracias a la excepción prevista en los artículos 192 del RF, 87 del Reglamento Financiero del 9º FED y 109 del Reglamento Financiero del 10º FED, cuando el Órgano de Contratación esté en condiciones de demostrar que la financiación íntegra es indispensable para la realización de la acción en cuestión. Además, el artículo 277 de las Normas de Desarrollo establece que, en caso de que se establezcan excepciones a la obligación de cofinanciación, estas habrán de motivarse en la decisión de concesión. 
5.3. Posibilidad de aplicar excepciones

5.3.1. Reglas de nacionalidad y de origen

Las reglas de nacionalidad y de origen se establecen en cada acto de base. Todos los actos de base permiten hacer excepciones sobre la base de la indisponibilidad de productos y servicios por razones de extrema urgencia, o si las normas de admisibilidad hacen que la ejecución de un proyecto, programa o medida resulte excesivamente difícil o incluso imposible
.
Las excepciones a las normas aplicables en materia de nacionalidad y de origen estarán sujetas a los principios e instrucciones sobre las excepciones establecidas por la Dirección General
 de que se trate, a menos que la decisión por la que se declara la situación de crisis disponga otra cosa (por ejemplo, la decisión podría especificar que el Jefe de Delegación podrá autorizar todas las excepciones relativas a las normas de nacionalidad y de origen).

Se informará a los beneficiarios de subvenciones de si necesitan obtener cada vez la aprobación previa del Órgano de Contratación, o si están autorizados, durante el periodo de validez de la decisión, a hacer una excepción a estas normas, sin necesidad de solicitar la aprobación previa.

5.3.2. Prueba de no recuperación de impuestos

Los impuestos pueden ser admisibles si se cumplen acumulativamente dos requisitos: i) ni el instrumento aplicable ni el Convenio de Financiación excluyen su financiación, y ii) el beneficiario de la subvención puede demostrar que no puede recuperarlos. Para más información sobre el tratamiento de los impuestos en los contratos financiados por la UE, véase el punto 10.4.5 del DEVCO Companion, así como la Guía Práctica
.
Si se cumplen las dos condiciones anteriores, los impuestos pueden incluirse en el presupuesto de la acción como gastos subvencionables.
Por otra parte, cuando el instrumento aplicable y el Convenio de Financiación excluyen su financiación, pero el beneficiario de la subvención puede demostrar que no puede recuperarlos, se ha introducido un nuevo enfoque que permite reconocer el pago por el beneficiario de la subvención de los impuestos no elegibles, como cofinanciación. 

Cuando un país sea declarado en crisis, y durante el periodo de validez de esa declaración, el beneficiario de la subvención no tendrá que presentar la prueba de no recuperación en los dos casos mencionados anteriormente. No obstante, el beneficiario de la subvención deberá certificar que, en último término, las autoridades tributarias locales no devolverán esos impuestos.

Cabe distinguir dos situaciones:

i)
El país está en crisis en el momento en que se pone en marcha la convocatoria de propuestas: el solicitante de la subvención está informado de ello cuando se le invita a presentar una propuesta completa
. El solicitante tiene en cuenta esta información para preparar el presupuesto de la acción o para calcular su cuota de cofinanciación. En caso de renovación de la decisión por la que se declara el país en crisis, el beneficiario de la subvención deberá ser informado de ello.

ii)
El país se declara en crisis después de que el contrato de subvención haya sido firmado. El beneficiario de la subvención será informado de esa declaración (y de la prórroga de la misma) utilizando la carta incluida en el anexo C. No obstante, cualquier modificación del Contrato de Subvención deberá realizarse dentro de los límites establecidos en el artículo 9 de las Condiciones Generales del Contrato de Subvención
.
5.3.3. Otras excepciones

Cualquier otra excepción a las normas aplicables estará sujeta a los principios e instrucciones sobre las excepciones establecidas por la Dirección General afectada
.
6. Seguimiento y presentación de informes
La declaración de una situación de crisis (o de emergencia o post-emergencia), así como la utilización de procedimientos flexibles, está sujeta a las obligaciones generales de presentación de informes. La información clave sobre las decisiones adoptadas, y en particular la relativa a las circunstancias en las que se basa la resolución, debe estar disponible para el ejercicio de seguimiento y presentación de informes (véanse los indicadores mencionados en el punto 5.1).

En el caso de EuropeAid, el informe correspondiente se elabora desde enero de 2011, sobre la base de la información que figura en el módulo de excepciones de CRIS, a través del informe de gestión de la ayuda exterior para las Delegaciones de la UE en el caso de los contratos descentralizados y asignados, y del informe del Ordenador Subdelegado en el caso de los contratos gestionados directamente por la Sede
.
Es importante que la información codificada sea lo más completa posible y describa las circunstancias de la adopción de decisiones. A este respecto, la solicitud de aprobación previa y la decisión correspondiente, así como el informe de negociación, deberían introducirse en CRIS cuando se codifique la aprobación previa.
�	Obsérvese que, en estas Directrices, cualquier referencia a «país» debe entenderse también como referencia a «región».


�	Véase la Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, titulada «Hacia una respuesta de la UE ante situaciones de fragilidad - Intervención en entornos difíciles para lograr el desarrollo sostenible, la estabilidad y la paz» (25 de octubre de 2007, COM (2007) 643 final).


�	Artículo 7, apartado 6, del IEVA y artículo 19, apartado 5, del ICD.


�	Artículo 3 del IE: «una situación que suponga una amenaza para la democracia, la ley y el orden público, la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales o la seguridad y protección de los ciudadanos, o a una situación que amenace con derivar en un conflicto armado o desestabilizar gravemente el tercer país o los terceros países en cuestión».


�	Artículo 72.


�	Obsérvese que esta decisión puede no ser necesaria en el caso de medidas que hayan sido adoptadas por la Comisión (el Colegio) en concepto de la ayuda de emergencia y post-emergencia contemplada en los artículos 72 y siguientes del Acuerdo de Cotonú. Con arreglo al artículo 73, las operaciones de asistencia deberán administrarse y ejecutarse mediante procedimientos que permitan intervenciones rápidas, flexibles y eficaces. Las presentes Directrices se aplican también mutatis mutandis a: i) la ayuda de emergencia concedida en virtud del artículo 30 de la Decisión del Consejo de 27.11.2001, relativa a la asociación de los países y territorios de ultramar a la Comunidad Europea (2001/822/CEE, «Decisión de Asociación Ultramar»). Las referencias a los artículos 72 y 73 en las presentes Directrices deben interpretarse en el sentido de que incluyen la ayuda de emergencia de conformidad con el artículo 30 de la citada Decisión de Asociación Ultramar; ii) la ayuda de emergencia de conformidad con los artículos 254 a 257 y 300 del Acuerdo de Lomé IV bis. Obsérvese que las acciones y los programas del FED a los que no se aplica el artículo 19 quater del anexo IV del Acuerdo de Cotonú se regirán por los procedimientos de contratación establecidos en las disposiciones generales aprobadas mediante las Decisiones n° 3/190 (en el caso del 7º y el 8º FED) y 2/2002 (en el del 9º FED) del Consejo de Ministros ACP-CE. En tales casos, cuando se aprueba una ayuda de emergencia y post-emergencia, los procedimientos flexibles que deben utilizarse son los mencionados en el artículo 7, apartado 9, de los Reglamentos Generales del 7º y el 8º FED o en el artículo 3, apartado 6, del Reglamento General del 9º FED, y no los del RF y de las ND.


�	Artículo 6 del IE.


�	Véase la nota a pie de página nº 2.


�	El uso de procedimientos negociados está previsto en los artículos 266, 268 y 270 de las ND y en los artículos 10.1.2, 14.1.2, 14.2.2, 19.1.2 y 19.2.2 de los Reglamentos Generales del FED, y la concesión directa de subvenciones está basada en el artículo 190, apartado 2, de las ND.


�	Véanse los artículos 23 y 24 de las Condiciones Generales del Convenio de Financiación (FED y Presupuesto).


� 	Esta suspensión afecta del mismo modo a los plazos indicados en el artículo 24, apartado 2, de las Condiciones Generales del Convenio de Financiación (FED y Presupuesto).


�	Artículo 11 de las Condiciones Generales de los acuerdos de delegación, contribución y administración y de los contratos de subvención.


�	En las Condiciones Generales de los modelos de contrato (artículo 38, servicios y suministros y 66 obras) se define fuerza mayor como sucesos imprevisibles, huelgas, cierres patronales u otras perturbaciones industriales, actos de enemigos públicos, guerras, declaradas o no, bloqueos, insurrección, disturbios, epidemias, deslizamientos de tierras, terremotos, tormentas, rayos, inundaciones, desprendimientos, disturbios civiles, explosiones y cualquier otro acontecimiento imprevisto similar, fuera del control de una de las partes y que, aún ejerciendo la debida diligencia, ninguna de las partes es capaz de hacer frente. 


�	Véanse los anexos e9b_letra_fase_2 y e9c_letra_ fase_3 de la Guía Práctica.


�	El artículo 4, apartado 5, del anexo IV del Acuerdo de Cotonú contempla específicamente dicha posibilidad, al indicar que, en tales casos, la Comisión gestionará los fondos asignados al país beneficiario en cuestión y los utilizará para medidas especiales de apoyo que van desde políticas en favor de la paz, a la gestión y resolución de conflictos, al apoyo post-conflicto, incluido el desarrollo institucional, y a actividades de desarrollo económico y social.


�	Véase el actual artículo 22, apartado 6, de la versión de 2013 de las Condiciones Generales y del modelo de 2011 para los Convenios de Financiación (FED y Presupuesto). Véase también el artículo 19, apartado 2, del modelo de 2007 de las Condiciones Generales del Convenio de Financiación del FED y el artículo 20, apartado 2, de las Condiciones Generales de los Convenios de Financiación del 10º FED).


�	Cuando la Comisión devuelve sus facultades al Órgano de Contratación y se produce un cambio de una gestión centralizada a una descentralizada, es preciso realizar una modificación formal del PAA o de la Decisión de Financiación, que deberá ser adoptada por el Colegio. Este cambio de una gestión centralizada a una descentralizada se considera sustancial. 


�	Medidas de ayuda excepcionales y programas de respuesta provisionales adoptados de conformidad con el artículo 6 del Instrumento de Estabilidad.


�	Puede encontrarse información adicional sobre los programas de respuesta a las crisis en los informes anuales de la Comisión sobre el Instrumento de Estabilidad (que pueden consultarse en: http://www.eeas.europa.eu/IE/docs/index_en.htm).


�	También se presta ayuda de emergencia en virtud del artículo 30 de la Decisión del Consejo de 27 de noviembre de 2001, relativa a la asociación de los países y territorios de ultramar a la Comunidad Europea, y de los artículos 254 a 257 y 300 del Acuerdo de Lomé IV bis.


�	 Pueden adoptarse programas de emergencia y post-emergencia como medidas especiales de conformidad con el artículo 8 del Reglamento Financiero del 10º FED. Si fuera necesario, también podrían entrar en el ámbito de los casos excepcionales previstos en el artículo 7, apartado 1, párrafo segundo, del Reglamento de aplicación del 10º FED (decisiones ad hoc).


�	Cabe recordar que, en términos generales, la consulta interservicios sobre los PAA no puede iniciarse antes de que el Comisario haya dado luz verde. Dicha luz verde la da el Gabinete por escrito [Ares (2011) 179278, 17 de febrero de 2011].


�	En el caso del FED, el Reglamento de aplicación del 10º FED dispone que se podrán adoptar medidas especiales después de la realización de una revisión ad hoc de la programación en los casos a que se hace referencia en el artículo 5, apartado 4.


�	 Las situaciones en las que pueden adoptarse medidas especiales varían de un instrumento a otro:


	- IEVA y IEDDH: «En caso de necesidades o circunstancias imprevistas y debidamente justificadas» (artículos 13 y 7, respectivamente). En virtud del IEVA también pueden adoptarse estas medidas «al objeto de facilitar la transición de la ayuda de emergencia a las actividades de desarrollo a largo plazo, incluidas las destinadas a mejorar la preparación de los beneficiarios para hacer frente a las crisis recurrentes» (artículo 13).


	- ICD: «En caso de necesidades o circunstancias imprevistas y debidamente justificadas relacionadas con desastres naturales, conflictos o crisis civiles, y que no pueden financiarse en virtud del Reglamento (CE) 1717/2006 o del Reglamento (CE) 1257/96» o «para facilitar la transición de la ayuda de emergencia a las actividades de desarrollo a largo plazo, incluidas las destinadas a mejorar la preparación de las poblaciones para hacer frente a las crisis recurrentes» (artículo 23).


	- IE: «En caso de necesidades o circunstancias imprevistas» (artículo 9).


	- ICSN (Instrumento de Cooperación para la Seguridad Nuclear): «En caso de necesidades o circunstancias imprevistas y urgentes» (artículo 6).


�	En el marco del ICD y del IEVA, en caso de medidas especiales que no superen los 10 000 000 EUR, el Parlamento Europeo y los Estados miembros deberán ser informados en el plazo de un mes después de su adopción. En el marco del FED, el Comité del FED deberá ser informado en el plazo de un mes, en caso de que el importe no exceda de 10 000 000 EUR, si bien cada Estado miembro podrá pedir en cualquier momento que se incluya en el orden del día del Comité un intercambio de opiniones sobre esas operaciones, que pueden dar lugar a recomendaciones que la Comisión tendrá en cuenta. En el caso de la IEDDH, el umbral se fijó en 3 000 000 EUR y el plazo de información a los Estados miembros y al Parlamento Europeo en 10 días laborables. En el caso del IE, el umbral es de 5 000 000 EUR y el plazo para informar al Comité es de un mes. En el caso del ICSN, el umbral es también de 5 000 000 EUR y el plazo para informar al Consejo y al Comité es de un mes.


�	Artículo 22, apartado 1, del ICD; artículo 12, apartado 1, del IEVA; artículo 6, apartado 4, de la IEDDH; artículo 7, apartado 1, del Reglamento de aplicación del 10º FED.


�	Artículo 7 del IEVA; artículos 19 y 20 del ICD; artículo 5 de la IEDDH; artículo 7 del IE; artículo 4 del ICSN; artículo 5, apartado 4, del Reglamento de aplicación del 10º FED. 


�	 Artículo 7, apartado 6, del IEVA y artículo 19, apartado 5, del ICD.


�	 Para más información, véase el punto 7.1.7 del DEVCO Companion, referente a los procedimientos financieros y contractuales aplicables a las acciones exteriores financiadas por el presupuesto general de la Unión Europea.


�	Anexo de la Decisión de la Comisión C (2010) 1200, de 24 de febrero de 2010, por la que se modifica su Reglamento interno: normas de desarrollo del Reglamento interno, artículo 23, apartado 5.


�	 � HYPERLINK "http://www.cc.cec/home/dgserv/SG/CEI/doc/SIA_procedural_guide_en.pdf Guía de consulta interservicios de 2010, apartado 4.1" ��� HYPERLINK "http://www.cc.cec/home/dgserv/sg/cis/doc/cis_procedural_guide_en.pdf" ��http://www.cc.cec/home/dgserv/sg/cis/doc/cis_procedural_guide_en.pdf� �. Guía de consulta interservicios de 2010, apartado 4.1.


�	 Guía de consulta interservicios de 2010, apartado 2.1.1.


�	 Decisión CE (1999) 468 del Consejo, de 28 de junio de 1999, por la que se establecen los procedimientos para el ejercicio de las competencias de ejecución atribuidas a la Comisión.


�	 Reglamento (UE) nº 182/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2011, por el que se establecen las normas y los principios generales relativos a las modalidades de control por los Estados miembros del ejercicio de las competencias de ejecución de la Comisión (DO L l55, de 28.2.2011, p. 13).


�	 El Parlamento Europeo y el Consejo deben reaccionar si consideran que con la propuesta la Comisión sobrepasa sus competencias de ejecución, y pueden intervenir en cualquier momento; en términos prácticos, ambas instituciones ejercen cierto poder de control después de que se haya sometido al Comité un proyecto de medida.


�	Anexo de la Decisión de la Comisión C (2010) 1200, de 24 de febrero de 2010, por la que se modifica su Reglamento interno: normas de desarrollo del Reglamento interno, artículo 12, apartado 4.


�	Artículo 28 del IEVA y artículo 37 del ICD.


�	Artículo 96.


�	Artículo 3 del Acuerdo interno entre los representantes de los Gobiernos de los Estados miembros, reunidos en el seno del Consejo, relativo a las medidas y los procedimientos que deben adoptarse para la aplicación del Acuerdo de Asociación ACP-CE (DO L 317 de 15.12.2000, p. 376).


�	Para una visión general de las medidas adecuadas, consúltese el anexo de cada una de las Decisiones del Consejo. 


�	Obsérvese que esta declaración no es necesaria en el caso de los programas del FED adoptados por la Comisión sobre la base de los artículos 72 y 73 del Acuerdo de Cotonú o del artículo 6 del IE, ya que, por su propia naturaleza, esos programas ya permiten el uso de procedimientos flexibles.


�	Véanse los artículos 266, 268 y 270 de las ND. En la práctica, el Ordenador Delegado competente es el Director General de la Dirección General de Desarrollo y Cooperación - EuropeAid y el Director General de la Dirección General de Ampliación (en el caso de los países cubiertos por el Instrumento de Preadhesión).


�	Las acciones y los programas del FED a los que no es aplicable el artículo 19 quater se rigen por la reglamentación general del FED. Dicha reglamentación no especifica quién es la autoridad que autoriza el uso de los procedimientos flexibles establecidos en sus artículos 7, apartado 9, o 3, apartado 6, en caso de ayuda de emergencia o post-emergencia. En tales casos, la decisión del Director General podrá autorizar también, mutatis mutandis, el uso de los procedimientos flexibles, con el fin de asegurar la armonización de la intervención de la ayuda exterior de la UE en las zonas en las que se haya declarado esa situación. En el presente punto, debe entenderse que las referencias a las situaciones de crisis con arreglo al artículo 190, apartado 2, de las ND incluyen también la necesidad de ayuda de emergencia y post-emergencia con arreglo a los artículos 72 y siguientes del Acuerdo de Cotonú para las acciones y programas del FED a los que no es aplicable el artículo 19 quater del anexo IV. 


�	Adjunto a las presentes Directrices como anexo A se incluye un modelo de la decisión, que debe ser utilizado por la Dirección General de Desarrollo y Cooperación – EuropeAid. 


�	Además de la adjudicación directa de contratos públicos y de subvenciones, en el caso de los proyectos del FED regidos por convenios de financiación a los que se aplica la reglamentación general del FED, el artículo 3, apartado 6, prevé también la aplicación de otros procedimientos en virtud de la ayuda de emergencia: i) ejecución de contratos mediante gestión directa, ii) ejecución a través de agencias especializadas, iii) ejecución directa por la Comisión.


�	Con arreglo al artículo 128, apartado 1, del RF, el artículo 84, apartado 1, del Reglamento Financiero del 9º FED, y el artículo 106 del Reglamento Financiero del 10º FED.


�	Véanse el artículo 130, apartado 1, del RF, el artículo 194 de las ND, el artículo 86, apartado 1, del Reglamento Financiero del 9º FED y el artículo 108 del Reglamento Financiero del 10º FED. En tales casos, los gastos efectuados por un beneficiario antes de la fecha de presentación de la solicitud únicamente podrán optar a una financiación comunitaria en los casos en que el gasto se refiere a la constitución de existencias por el solicitante para ser utilizadas en relación con la acción para la que se concede la subvención o, excepcionalmente y por motivos debidamente justificados, cuando las condiciones particulares de los correspondientes contratos de subvención lo prevean explícitamente fijando una fecha de admisibilidad anterior a la fecha de presentación de la solicitud.


�	Artículos 21, apartado 7, del IEVA; 31, apartado 8, del ICD; 14, apartado 11 de la IEDDH; 17, apartado 9, del IE; 14, apartado 7, del ICSN; 22 del Acuerdo de Cotonú. 


�	Para el caso de los contratos y acuerdos que son competencia de la Oficina de Cooperación EuropeAid, véase el punto 8.7 del DEVCO Companion.


�	Téngase en cuenta que este nuevo enfoque de tratamiento de los impuestos solo se aplica a las convocatorias de propuestas posteriores a la entrada en vigor de la Guía Práctica de 2010. Véase en: � HYPERLINK "http://www.cc.cec/dgintranet/europeaid/contracts_finances/faq/documents/faq_el_el_nueva CO_en.pdf" ��http://www.cc.cec/dgintranet/europeaid/contracts_finances/faq/documents/faq_el_el_nueva CO_en.pdf� una serie de respuestas a preguntas frecuentes sobre este nuevo enfoque.


�	Véase el anexo J de las Directrices para las convocatorias de propuestas. 


�	En particular en los casos en que el beneficiario de la subvención no haya considerado los impuestos al calcular el presupuesto de la acción o su cuota de cofinanciación, a causa de la imposibilidad de cumplir con la obligación de prueba.


�	En el caso de los contratos y acuerdos que son competencia de EuropeAid, véase el punto 8.7 del DEVCO Companion.


�	Para más información en el caso de EuropeAid, véase el punto 8.7 del DEVCO Companion.
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